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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA

Al   contestar    refiérase

al  Oficio  Nº     7142
28 de junio, 2004

DAGJ-1503-2004

Señor

Olman Vargas Cubero

Presidente

Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios 

Asamblea Legislativa

Estimado señor:

Asunto: Criterio sobre el proyecto de “Reforma del artículo 11 de la Ley No. 8065, Creación del Parque Marino del Pacífico”.  

Nos referimos a su oficio fechado 7 de junio de 2004, recibido en esta Contraloría General el día 8 de junio, mediante el cual solicita el criterio de este órgano contralor sobre el proyecto de “Reforma del artículo 11 de la Ley No. 8065, Creación del Parque Marino del Pacífico”, que actualmente se tramita bajo el expediente No. 15067.

Dentro del plazo dispuesto por el artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, incluida la prórroga gestionada al efecto, procedemos a rendir el criterio solicitado, para lo cual se consultó al Área de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente, al Área de Servicios Sociales, al Área de Servicios de Educación, Culturales y Deportivos y al Área de Ingresos Públicos, todas de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de esta Contraloría General.


I. Sobre el objeto del proyecto de ley No. 15067.
En la exposición de motivos del proyecto bajo estudio, se señala que resulta preciso que a las instituciones del Estado se les autorice de manera expresa para que coadyuven con la implementación de programas y proyectos tendientes a optimizar y desarrollar al máximo los recursos y las funciones del Parque Marino del Pacífico, lo cual indican que derivará en mayores fuentes de empleo y educación de los pobladores de la provincia de Puntarenas. 

II. Sobre el contenido del proyecto de ley No. 15067.
El proyecto de ley plantea la reforma al artículo 11 de la Ley No. 8065, incorporando al mismo por un lado, la autorización al Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) para destinar recursos financieros y de cualquier índole, así como para implementar cursos de capacitación, desarrollo y actualización relacionados con la actividad que realiza el Parque Marino del Pacífico. Por otro lado, se autoriza expresamente al Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) para destinar de sus presupuestos fondos para ser utilizados en programas de reconversión productiva y desarrollo pesquero, en coordinación con las autoridades del Parque. 

En primer término, debemos señalar que a juicio de este órgano contralor, dicha reforma no resulta necesaria, pues tal y como está redactado actualmente el artículo 11, e inclusive el artículo 12, permiten que tanto el IMAS, el INA como cualquier otra institución, empresa pública u órganos de la Administración centralizada o descentralizada, puedan contribuir con cualquier clase de recursos al logro de la instalación y funcionamiento del Parque. 

En este orden de ideas, consideramos que reformar el artículo para incluir una autorización expresa para dichas instituciones, a pesar de la ya existente autorización genérica, únicamente logra crear confusión e incerteza acerca de los alcances de la facultad con la que ya cuentan hoy por hoy, todas las instituciones para contribuir con recursos de cualquier índole.

En cualquier caso, pasamos a referirnos sobre las implicaciones que tendría la referida autorización que se pretende conceder al IMAS. Al respecto, esta Contraloría General considera oportuno tener presente cuáles son los fines específicos para los cuales se crea dicha institución, así cabe citar los artículos 2 y 4 de la Ley No. 4760, de Creación del Instituto Mixto de Ayuda Social:

“ARTICULO 2º.- El IMAS tiene como finalidad resolver el problema de la pobreza extrema en el país, para lo cual deberá planear, dirigir, ejecutar y controlar un plan nacional destinado a dicho fin. Para ese objetivo utilizará todos los recursos humanos y económicos que sean puestos a su servicio por los empresarios y trabajadores del país, instituciones del sector público nacionales o extranjeras, organizaciones privadas de toda naturaleza, instituciones religiosas y demás grupos interesados en participar en el Plan Nacional de Lucha contra la Pobreza.”

“ARTICULO 4º.- El Instituto Mixto de Ayuda Social tendrá los siguientes fines: 

a) Formular y ejecutar una política nacional de promoción social y humana de los sectores más débiles de la sociedad costarricense;

b) Atenuar, disminuir o eliminar las causas generadoras de la indigencia y sus efectos;

c) Hacer de los programas de estímulo social un medio para obtener en el menor plazo posible la incorporación de los grupos humanos marginados de las actividades económicas y sociales del país;

d) Preparar los sectores indigentes en forma adecuada y rápida para que mejoren sus posibilidades de desempeñar trabajo remunerado;

e) Atender las necesidades de los grupos sociales o de las personas que deban ser provistas de medios de subsistencia cuando carezcan de ellos;

f) Procurar la participación de los sectores privados e instituciones públicas, nacionales y extranjeras, especializadas en estas tareas, en la creación y desarrollo de toda clase de sistemas y programas destinados a mejorar las condiciones culturales, sociales y económicas de los grupos afectados por la pobreza con el máximo de participación de los esfuerzos de estos mismos grupos; y

g) Coordinar los programas nacionales de los sectores públicos y privados cuyos fines sean similares a los expresados en esta ley.”
Bajo esa perspectiva, este órgano de fiscalización superior se cuestiona la conveniencia de que sea el IMAS quien destine parte de sus fondos –dirigidos a resolver el problema de la pobreza extrema– para ser utilizados en programas de reconversión productiva y de desarrollo pesquero, que si bien podrían guardar cierta semejanza con sus objetivos generales, existen otras instituciones cuyas actividades ordinarias resultan más relacionadas con los fines de los programas aludidos. 

Tal es el caso del Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura (INCOPESCA), creado mediante Ley No. 7384, que establece en el artículo 2 inciso a) como parte de las actividades ordinarias de dicho instituto la de coordinar el sector pesquero y el de acuacultura, promover y ordenar el desarrollo de la pesca, la caza marítima, la acuacultura y la investigación; asimismo, fomentar, sobre la base de criterios técnicos y científicos, la conservación, el aprovechamiento y el uso sostenible de los recursos biológicos del mar y de la acuacultura. A estos efectos ver también los artículos 5 incisos a), ll) y m), sobre las atribuciones del instituto.
 

Cabe destacar, que de conformidad con el artículo 46 de dicho cuerpo normativo, el INCOPESCA cuenta con un fideicomiso pesquero destinado precisamente para promover programas de desarrollo pesquero. A ese respecto, interesa señalar que el Área de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente de la División Operativa y Evaluativa de esta Contraloría General, a través del informe N° DFOE-AM-21/2002 sobre los resultados del estudio de aprobación del presupuesto ordinario y del plan operativo anual del Fideicomiso Pesquero Incopesca/ Banco Popular, por un monto de ¢477.028.5 miles, cuestionó el que en el presupuesto ordinario para el año 2003 se propusiera una aplicación de los recursos del Fideicomiso de un 10.5%  destinado a otorgar créditos en los sectores pesquero artesanal y acuícola y un 7.7% para cubrir los gastos operativos, sin que se haya señalado en el documento presupuestario las razones por las cuales se está dejando sin utilizar un 82%, el cual se refleja en la partida Asignaciones Globales. Así, en dicho informe se indicó que:

“Al respecto es necesario destacar que de los ingresos propuestos para el año 2003 el 86.1% corresponde a superávit del año 2002 o proveniente de periodos anteriores, diferencia obtenida del monto total del patrimonio del fideicomiso y los montos colocados en préstamos al sector pesquero artesanal y acuícola en años anteriores, lo que evidentemente es un monto muy alto, que lleva a inferir que en el año 2002 o anteriores, tampoco se ha utilizado ese dinero prioritariamente en la finalidad que da la razón de ser al fideicomiso.”

Conviene tomar en cuenta que dicho informe fue efectuado en noviembre de 2002 fecha en la cual se presentó el proyecto de ley bajo análisis.

Así las cosas, consideramos que el INCOPESCA cuenta con los recursos y atribuciones suficientes para implementar programas de desarrollo pesquero, en coordinación con las autoridades del Parque Marino del Pacífico, por lo que pareciera conveniente que en la medida de lo posible, no se utilicen los recursos del IMAS para este tipo de programas atípicos a su razón de ser.


Por otra parte, en lo que se refiere a los programas de reconversión productiva, interesa destacar que éstos constituyen una de las principales finalidades del Consejo Nacional de Producción. Asimismo, es importante considerar que de conformidad con el artículo 4 inciso b) de la Ley No. 7742, ya el IMAS se encuentra obligado a destinar un 10% de sus presupuestos ordinarios y extraordinarios para programas de apoyo al sector agropecuario, que sean acordes con sus objetivos, por lo que no pareciera conveniente que dicha institución dedique más recursos en dichos fines, cuando tal y como manifestábamos líneas atrás, los mismos no corresponden directamente a la consecución de su propio objetivo, cual es el resolver el problema de la pobreza extrema. 

Adicionalmente, esta Contraloría General considera que la reforma propuesta se limita a establecer que dichos recursos serán “utilizados en programas de reconversión productiva y desarrollo pesquero” sin que indique la norma los alcances y parámetros necesarios para delimitar el cómo, a quién y en qué condiciones se realizarían dichos programas, además, no se establecen mecanismos para controlar el uso que se le dará a esos recursos, ni para garantizar el fin que se pretende. 

De esta manera, somos del criterio que si bien ya la Ley No. 8065 en su actual redacción le permitiría al IMAS, si así lo decidiera, el contribuir con cualquier clase de recursos para el funcionamiento del Parque Marino, e incluso en un primer momento dicha institución transfirió una importante suma para la creación del Parque, bajo el argumento de que el mismo fomentaría la implementación de fuentes de trabajo y capacitación, lo cierto es que no pareciera razonable que el IMAS continuara destinando parte de sus recursos para la consecución de fines ajenos a su razón de ser, por lo que consideramos que resultaría más conveniente que dichos aportes provinieran de parte de instituciones ubicadas en los ámbitos científico, académico y turístico, tal y como lo indica la exposición de motivos del proyecto. 


Se introduce también una reforma al artículo 12 de la Ley No. 8065, consistente en establecer que los montos de las donaciones serán deducibles del impuesto sobre la renta. Al respecto, cabe señalar que de conformidad con la Ley No. 7722, Sujeción de Instituciones Estatales al Pago de Impuesto sobre la Renta, dicha disposición únicamente aplicaría a las instituciones y empresas públicas contempladas en dicha ley. Ahora bien, este órgano contralor considera que resultaría conveniente valorar el impacto que dicha disposición representaría a los efectos del destino atribuido al pago del impuesto sobre la renta, a saber la amortización del capital y los intereses de la deuda interna. Asimismo, le queda la duda a esta Contraloría General acerca de si la deducción del impuesto sobre la renta le aplicaría también a los sujetos privados que realicen donaciones a estos efectos, en cuyo caso pareciera importante requerir el criterio del Ministerio de Hacienda por el impacto que ello podría ocasionar en las finanzas públicas. 

Finalmente, valga simplemente hacer notar que el título del proyecto de ley resulta incompleto, ya que hace referencia únicamente a la reforma del artículo 11 de la Ley No. 8065 y no así a la correspondiente al artículo 12.

Atentamente,

	Lic. Manuel Martínez Sequeira
	Licda. Adriana Pacheco Vargas

	Gerente de División
	Fiscalizadora Asociada


APV/Rbr

NI: 11481.

Ci
Área de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente, DFOE.

      
Área de Ingresos Públicos, DFOE.
 

      
Área de Servicios Sociales, DFOE.

      
Área de Servicios de Educación, Culturales y Deportivos, DFOE.

(  Criterios y pronunciamientos.

� Ley No. 7384, Creación del Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura: “ARTICULO 5.- El Instituto tendrá las siguientes atribuciones: a) Proponer el programa nacional para el desarrollo de la pesca y la acuacultura, de conformidad con los lineamientos que se establezcan en el Plan Nacional de Desarrollo, y someter ese programa a la aprobación del ministro rector del sector agropecuario.


(...) ll) Establecer convenios de cooperación internacional en beneficio del desarrollo científico y tecnológico de la actividad pesquera, marina y de acuacultura del país. m) Contratar empréstitos internos o externos, destinados a financiar sus programas de desarrollo pesquero y de acuacultura, de conformidad con esta Ley. En el caso de los empréstitos extranjeros, se requerirá de la aprobación de la Asamblea Legislativa. Los empréstitos que se obtengan deben pasar al Banco Central de Costa Rica y manejarse mediante los bancos del Estado.”





